
El Ejecutivo y las Leyes InconstitucionaLs 

(Cowentnrio n uiza ponencia del ministro Gabino Fraga.) * 

El problema de saber si la autoridad administrativa está facultada 
para no aplicar una ley en sentido formal y material porque la estime 
contraria a un precepto constitucional, es uno de los más importantes 
que se hayan suscitado en nuestro ambiente jurídico, y la ponencia del 
ministro Gabino Fraga, recién publicada por la Revista de la Escuela 
Nacional de Jurisprude~zcia, es el mejor esfuerzo que para abordarlo y 
resolverlo se ha llevado a cabo hasta hoy en el seno de la Suprema Cor- 
te. El Tribunal Fiscal de la Federación realizó hace algún tiempo un 
estudio tan serio quizás como el del ministro Fraga, aunque por la menor 
autoridad de ese cuerpo, la trascendencia del que motiva el presente co- 
mentario, de aprobarse en definitiva por la Sala Administrativa, no podrá 
ponerse en parangón con el esfuerzo intrínsecamente tan valioso de los 
magistrados Vázquez, Azuela y Mayoral. 

El que esto escribe ha tenido ocasión de ocuparse antes del punto. * 
Hoy, como en las ocasiones anteriores, puede ofrecer más que una solu- 
ción, dudas enderezadas en contra de cualquiera de las dos tesis radi- 

* Publicada en el núm. 13 - 14 de esta Revista, págs. 13 1 y SS. 

1 Primero, como relator de la exposición de motivos de la Ley Orgánica 
de los Tribunales Federales de agosto de 1934 y después en dos estudios empren- 
didos uno, a fines de 1937, (publiaado en la Revista de Hacienda de diciembre 
de aquel año) y otro en un curso de invierno a principios de 1939. (Este segundo 
forma parte de un volúmen publicado bajo el título "La Defensa Jurídica de los 
Particulares Frente a la Administración en México"). 
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cales que pretenden resolver ya en un sentido o en otro la cu&tión 
planteaQa. 

Si la Constitución es la suprema de todas las leyes, parece obvio, 
y lo es, que una ley secundaria no puede, sin subvertir todo nuestro 
odenamiento jurídico, pretender modificar textos de la norma suprema. 
Una vez que la oposición haya quedado establecida, el deber de un órga- 
no cualquiera de la autoridad para obedecer los textos constitucionales 
y desentenderse de la ley secundaria que los quebrante, no es dudoso. 

Las palabras de Marshall hoy, como en 1803, siguen siendo válidas, 
no obstante que, como se verá en seguida, él las refirió especialmente a 
los tribunales y a los cuerpos legisladores, y sólo accidentaimente a las 
autoridades administrativas : 

"Ninguna persona - d i c e  la Constitución- podrá se condenada por 
traición a menos que se cuente con el dicho de dos testigos o con una 
confesión en audiencia judicial pública. Aquí el lenguaje de la Consti- 
tución se dirige especialmente a los tribunales. Prescribe, directamente 
para ellos, una regla de valoración de la prueba a la que han de sujetar- 
se. Si la legislatura cambiase esa regla para declarar que un testigo o 
una confesión extrajudicial basta para la convicción, debe el principio 
contitucional ceder ante el mandamiento legislativo? De Csta, así como 
de muchas otras citas que podrían hacerse, resulta claro que los autores 

' de la Constitución miraron ese instrumento como una regla para el go- 
bierno de los tribunales en igual forma que para el de la legislatura. 
¿Cómo, si no, obliga a los jueces a jurar su obediencia? Este juramento 
ciertamente rige de manera especial su conducta oficial. l Que inmoral 
seria, de lo contrario, imponérselos si los propios tribunales fueran a 
ser usados como instrumentos, y además instrumentos conscientes, 
para violar lo que han jurado apoyar ! El juramento del cargo impuesto 
por la legislatura es también demostrativo de la opinión de los legislado- 
res sobre el punto. Pstá redactado con estas palabras : 'Juro solemne- 
mente que administraré justicia sin distinción de personas y reconoceré 
iguales derechos al pobre y al rico y que cumpliré sincera e imparcial- 
mente con todos los deberes que me incumben hasta el limite de mi en- 
tendimiento y de mi capacidad, de acuerdo con la Constitución y las le- 
yes de Estados Unidos'." 2 Por qué jura un juez cumplir y desempeñar 
sus deberes de acuerdo con la Constitución de los Estados Unidos si esa 
Constitución no es para él una regla que lo gobierne, si eiia está cerrada 
y no le es accesible? Si tal fuese el estado real de las cosas, seria peor 
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que una burla. Obligar a tomar un juramento en tales condiciones, se- 
ría igualmente un crimen". 

La  parte central de su razonamiento, como se advierte, la liga es- 
pecialmente Marshall con los deberes de los jueces ; pero en la parte final 
de su opinión, aunque sin desenvolver el concepto, emplea una fórmula 
que válidamente puede ser invocada por los partidarios de la tesis que 
hoy sustenta el ministro Fraga. Dice el ilustre Presidente: 

"En consecuencia, la fraseología particular de la Constitución de 
Estados Unidos confirma y fortalece el principio, concedido como esen- 
cial en todas las constituciones escritas, de que una ley contraria a la 
Constitución es nula y que los tribunales, como todos los otros departa- 
me~ztos, están ligados por ese instrumento". 

Habla Marshall, ello es indudable, de todos los departamrlzfos; in- 
cluye, pues, al Ejecutivo, y si se recuerda que antes alude a la que nos- 
otros Ilamamos "protesta constitucional", y que ella, conforme a texto 
americano recogido en nuestro artículo 128 se exige tamkién a los funcio- 
narios administrativos, no puede con firmeza negarse que en el pensa- 
miento de Marshall también los órganos de la Administración están 
obligados a preferir .en caso de oposición el testo constitucional al de 
una ley secundaria. 

Marshall, por desgracia, no tuvo ocasión de desarrollar este aspecto- 
de los principios que él acogió en el caso de Marbury contra Madison. 
Más aún, ciertos liechos posteriores que han sido puestos al descubierto 
por quienes este tema han investigado en el país vecino, revelan que 
hay razones incluso para pensar que meses después de haber pronunciado 
la célebre ejecutoria, I\!tarshall dudó ya del alcance de esos mismos 
principios al relerirlos, no a la autoridad administrativa, sino a la pro- 
pia autoridad judicial. 

Se trataba de determinar si el Magistrado Cl-iase, de la Corte Su- 
prema, podía ser enjuiciado por sus interpretaciones Constitucionales, 
y Marshall propuso conlo una solución para no llegar a ese extremo, 
que después de emitida una declaratoria de inconstitucionalidad la 
legislatura reconsiderase la ley tenida como espuria, y que, de con- 
firmarla, la misma fuera en adelante obligatoria incluso para los jueces: 
"Pienso - d i c e  textualmente en carta fechada en Richmond el 23 de 
enero de lS04-, que la doctrina de la responsabilidad (impeacliment) 
debe ser sustituída por la que reconozca una jurisdicción de apelación 
en la legislatura. Una revocación de los fallos judiciales que pareciesen 
incorrectos a la legislatura armonizaría mejor con la suavidad de nues- 
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tro carácter que la remoción del juez. . . ". (Beverage, Life of John Mar- 
shall, vol. 111. ed. 1919, pág. 176.) En otras palabras: aan cuando 
Marshal fijó con un vigor no superado hasta hoy el derrtetio de los 
jueces para desobedecer ias leyes del Congreso por motivas de incons- 
titucionalidad, parece que subordinó en definitiva este áerccho, (o a 
lo menos propuso que sin tocar la Constitución se subordinase este de- 
recho) a un examen final que de la constitucionalidad Mevara a cabo 
el poder legislativo. 

El mecanismo no llegó a acogerse; ü, en cambio, d e  constitu- 
cionalmente para las relaciones entre el Ejecutivo y el Legishivo. Una 
ley vetada por el Ejecutivo puede ser confirmada por 1- Cámaras, y 
para ese supuesto la Constitución es expresa: "el proyecto será ley 
y volverá al Ejecutivo para su promulgación." (Art. 72, inciso e ) .  ,j Qué 
significación, qué alcance debe darse a tan categórico precepto? 

Cierto que la Constitución mexicana no especifica las razones en 
que deba funhrse el veto presidencial. Sin embargo, los antecedentes 
del artículo 72 Constitncional revelan con claridad que las observacio- 
nes del Ejecutivo a un proyecto de ley solamente pueda apoyarse o 
en la anticonstitucionalidad del mismo o en SU inoporhuiidad, esto es, 
o en consideraciones jurídicas o de conveniencia pública, En Estados 
Unidos los párrafos segundo y tercero de la Sección séptima del artícu- 
lo lQ Constitucional establecen en esencia el mismo régimen para el 
veto del Presidente que los diversos incisos de nuestro articulo 72. 
Dicen en su primera parte tales párrafos: "Todo proyecto que haya 
sido aprobado en la Cámara de Representantes y en el Sena&, antes 
de convertirse en ley será presentado al Presidente de los Estados Uni- 
das; si él lo aprueba lo firmará, pero si no, lo devolverá con sus ob- 
jeciones a la Cámara en que se haya originado, quien procederá a recon- 
siderar el proyecto. Si después de esa reconsideración dos terceras 
partes de la M a r a  convienen en aprobar el proyecto, será enviado, 
junto con las objeciones, a la otra Cámara por la que sertí reconsidera- 
do de igual manera y de aprobarse por las dos terceras partes de esa 
Cámara, el proyecto- será ley". 

Corwin comenta este poder de la siguiente manen : " . . .el veto 
presidencial derivó de la cmvicción general en los autores de la: ccms- 
titución & que sin esa defensa contra la legislatura el Ejecntivú se 
hundiría pronto en la nada." Pero ¿qué forma iba a asumir el veto; 
iba a ser absoluto a calificado, y, en este Último * o ,  por qué 
voto iban a estar capacitadas las Cámaras del Congreso p a a  desestimar- 
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lo; iba el Presidente a ejercerlo solo o asociado con un Consejo de Re- 
visión del que formase parte "un número conveniente de jueces nacio- 
nales"? En tanto que la primera pregunta fué rápidamente contestada, 
la Convención vaciló casi hasta el día de su clausura entre requerir las 
dos terceras o las tres cuartas partes del voto en ambas Cámaras para 
desestimar un veto y sólo una minoría menos pertinaz sostuvo la pro- 
puesta del Consejo de Revisión. El rechazo final de esta idea, dejando 
al Presidente como el único árbitro en el ejercicio de este poder, fué 
una decisión de primera importancia". 

"Naturalmente el veto no escapó al temprano ingenio de los ame- 
ricanos para dar cuerpo a las limitaciones constitucionales. El  veto 
era solamente una arma defensiva del Presidente; era el medio que se 
le otorgaba para cumplir con su juramento de preservar, proteger y 
defender la Constitución, y no debía válidamente usarse para cualquier 
otro propósito; no debía extenderse a las leyes de ingresos supuesto 
que el Rey de Inglaterra nunca lo había usado respecto de ellas ni 
debía utilizarse en materias "insignificantes y triviales" como los de- 
cretos de pensiones ; nunca se entendió otorgado sólo para satisfacer de- 
seos presidenciales sino que su uso debía descansar en consideraciones 
de gran peso y así sucesivamente. A pesar de que se hicieron esfuerzos de 
esta naturaleza para limitar el poder, esfuerzos que derivaban una clara 
aun cuando especiosa corrección de la rareza del veto en la historia de 
Inglaterra, fracasaron desde un principio. Washington ejercitó el poder 
dos veces: una fundado en consideraciones constitucionales, la otra en 
razones de expedición. Ni Adams ni Jefferson ejercitaron este poder 
en caso alguno. De los seis vetos propuestos por Madison, cuatro plantea- 
ban objeciones constitucionales a las leyes atacadas, y dos objeciones 
de política. Al resumir la historia del veto en el primer siglo bajo la 
constitución, la primera autoridad (Edward G. Mason), dice : "Desde 
la administración de Jackson hasta la Guerra C i d  los vetos fundados 
en consideraciones de eficacia fueron más frecuentes, pero eran todavía 
minoría. Desde la Guerra Civil los argumentos constitucionales en los 
mensajes de veto han sido casi desconocidos." (The President Office 
and Powers, 1941, páginas 283 y 284). 

La Constitución panameña de 13 de febrero de 1904 parece haber 
acogido la propuesta, rechazada en el constituyente norteamericano, de 
ligar el ejercicio del veto con una verificación judicial de la constitu- 
cionalidad de la ley: "En su artículo 105 expresa que, si el Poder 
Ejecutivo objetare un proyecto por anticonstitucional y la Asamblea 
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insistiere en su adopción, lo pasará a la Corte Suprema de Justicia para 
que dentro de seis días decida sobre su exequibilidad. El fallo afirma- 
tivo de la Corte obliga al Poder Ejecutivo a sancionar y promulgar la 
ley. Si fuere negativo se archivará el proyecto." (J. Jorge Alvarado. 
"El recurso contra la constitucionalidad de las leyes." Madrid, 1920., 
página 40). 

No parece, pues, dudoso que el inciso c) del artículo 72 Constitu- 
cional rige incluso cuando el veto se funda en consideraciones de cons- 
titucionalidad. 

Ahora bien, si la ley confirmada por el Congreso debe ,promulgarse 
por el Presidente, ¿no resulta anómalo y contrario a la fracción 1 del 
articulo 89 Constitucional pretender que esa ley sea promulgada, pero 
no cumplida? 

El ministro Fraga sostiene en su ponencia que al redactarse la 
fracción 1 del articulo 89 Constitucional no pudo estar en el pensarnien- 
to de sus autores otra posibilidad que la de las leyes constitucionales; 
que ellos, por tanto, no podían prever. que se daria el caso ,de que el 
Presidente debiera confrontar el problema de leyes inconstitucionaIes. 

El argumento no me convence. El fenómeno de la inconstitucionali- 
dad no es insólito o extraordinario, sino un supuesto ordinario en 
numerosos preceptos de nuestro Código Supremo. El veto -ya se dijo 
antes-, se dió al Presidente como medida de defensa de la Constitu- 
ción contra las "usurpaciones" del Congreso ; el artículo 133-Constitucio- 
nal -tantas veces citado cuando este problema se aborda-, supone, 
también la legislación inconstitucional y, para no hacer sino ,una cita 
más, el articulo 103, relativo al amparo, menciona en sus tres fracciones 
a las leyes inconstitucionales. 

No parece exacto, pues, que la Constitución suponga que todas las 
leyes se ajustarán a ella, por el contrario, ella sabe bien que puede in- 
fringirsela. Incluso prevee en su articulo 136 el caso de su total abandono. 
Esto admitido, no me parece jurídico interpretar el inciso c) del 
artículo 72 independientemente de la fracción 1 del a r t i d o  89; si el 
primero manda promulgar al Presidente incluso las leyes que él haya 
objetado como inconstitucionales y, el segundo le manda indiscriminada- 
mente cumplir las leyes que él haya promulgado, creo que hay que 
aceptar como conclusión forzosa que la regla constituaod es que el 
Ejecutivo está obligado a cumplir las leyes del Congreso incluso si 
él piensa que son inconstitucionales. (Si el veto no se, opone, en los 
términos del inciso b), del articulo 72 el proyecto de ley se "reputa 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, núm. 15, México, 1942. 
DR © Escuela Nacional de Jurisprudencia



aprobado" por el Ejecutivo, y si está aprobado en tan importante oca- 
sión no es sino natural que toda duda posterior carezca de significado 
y trascendencia. Admitir lo contrario llevaría a dotar al Presidente de 
un poder indefinido e ilimitado allí donde la Constitución ha querido 
que sólo goce de él por diez días). 

Esta creo que es también la doctrina americana : 
"Nadie duda de que el Presidente posee prerrogativas que el Con- 

greso no puede constitucionalmente invadir; pero nadie tampoco duda 
que él está en la obligación de cuidar que las leyes sean correctamente 
ejecutadas. Está dotado por la Constitución de un veto calificado sobre 
las leyes del Congreso con ia idea, entre otras, de que pueda asi pro- 
teger sus prerrogativas de invasiones por la legislatura; pero una vez 
que este poder ha sido ejercitado, su autoridad de defensa propia ha 
concluído y si la ley ha sido debidamente aprobada ya sea con su pro- 
testa o con su aprobación debe promover su cumplimiento con todos 
los poderes que están constitucionalmente a sus órdenes hasta que o 
a menos que tal cumplimiento esté impedido por un proceso judicial 
regular. Su juramento constituciond, lejos de anlinorar esta obliga- 
ción, la refuerza." (Corwin, obra citada, página 152). 

En  idéntlco se;i.tido el actual Presidente de la Corte, Harlan F. 
Stone, dice: "Debe recordarse que el poder de declarar inconstitucional 
la legislación es de carácter pzwoiaeizte judicial." (Law and its Ad- 
ministration, 1915, página 138). 

Por últiico, esa es también la opinión del Procurador, consejero 
jurídico del Gobierno, que dejó expuesta Palmer y que recogió des- 
pués Homei- Cummings: "Ordinariairiente no está dentro de la órbita 
del Procurador General declarar inconstitucional una ley del Congreso ; 
como departamento ejecutivo que es,, su deber es cumplirl?i mientras 
no es declarada inconstitucional por los tribunales." (Federal Justice, 
1937, página 516). 

¿La  regla es absolutamente general y no admite excepción en caso 
alguno? Talapoco llego a ese estremo. Pienso que cuando un precepto 
constitucional otorga directamente una facultad o impone una obliga- 
ción a un órgano del Poder, y segala d contcnido concreto de la facul- 
tad o dcl deber (que es precisamente el ejemplo puesto por Marshall 
para ilustrar su tesis), dicho órgano, por virtud de la protesta constitu- 
cional otorgada en los términos del articulo 128, está obligado a acatar 
el precepto de jerarquía supe::ior. Pero ha de tratarse, como ya se in- 
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dim, de un precepto constitucional de contenido concr&o.y ,que además 
esté encomendado en su ejecución, y consiguientemenbe cm su interpre- 
ta&n, al Presidente o a los órganos que de él dependep.y no al Con- 

Varios ejemplos .de este tipo pueden señalarse. Dice d artículo 8Q : 
"que a toda petición deberá recaer un acuerdo escrito da la autoridad 
a quien se haya dirigido"; una ley que mandara no cqnkstar las peti- 
ciones, notoriamente podría y debería ser desobedecida, no sólo por el 
Presidente de la República, sino por cualquiera autoridad. El artículo 
19, en relación con la fracción XII del artículo 107 coastitucional, es- 
tablece que los alcaides y carceleros que no reciban copia autorizada 
del auto de formal prisión de un detenido, dentro de las setenta y dos 
horas, contadas desde aquel en que esté a disposición de su juez, deberán 
llamar la atención de éste sobre dicho particular, y si no reciben la 
constancia mencionada dentro de las tres horas siguientes, lo pondrán 
en libertad. De acuerdo con estos preceptos, un catcelerg no solamente 
puede sino que debe desobedecer cualquier disposicióo contenida en 
un código de procedimientos penales que autorice una detención por 
más de setenta y dos horas, bajo cualquier pretexto o fundamento. 
Dice el artículo 21 que la autoridad administrativa, al castigar infrac- 
ciones a reglamentos gubernativos, Únicamente podrá, jmponer multa 
o arresto hasta por treinta y seis horas; si una ley señala otra sanción o 
fija un plazo mayor para el arresto, puede y debe S& desobedecida. 
Una ley que - e n  régimen normal de garantías- impusiese el registro 
de (correspondencia que circule bajo 'cdbierta por las es-fetas, podría y 
debería ser desobedada no sólo por el Presidenty de. la República, 
sino por el más modesto empleado de Correos, para 'dumplir con el 
articulo 25  Una ley que limitase la facultad del Ejecutivo para hacer 
abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de 
juicio previo, a un extranjero cuya permanencia juzgue 'ihconveniente, 
podría y debería ser desobedecida con apoyo en el 33: Una ley que 
limitara el derecho del Presidente a nombrar y a removcp'a los Secre- 
tarios del Despacho, al Procurador de la República y a los Gobernado- 
res de los Territorios, podría y debería ser desobedecida; etc. 

Por desgracia, los casos en que el problema, objeto ,de este co- 
mentario, se suscitan, no son de ese carácter ni tienen' es9 calidad. Esto 
lo saben bien los teóricos del sistema que nos sirvió demodelo : 

"Desde 1895, aproximadamente - d i c e  el profe&w Edward S. 
Corwin- tres cosas han ocurrido en la supervisión constitucional de 
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las leyes del Congreso por la Corte: ésta, en primer lugar, Iza venido a 
reposar más y más sobre dootrinas de contenido vago y variable, tal 
como la moderna teoría del "debido proceso legal" y del "doble fede- 
ralismo" ; en segundo lugar, su invocación de estas doctrinas en contra 
de  las leyes del Congreso, Iza tomado, consecuentemente, la apariencia 
del ejercicio de un poder politico más bien que la del pronunciamiento 
de  un juicio legal; por último, ha habido un progresivo abandono del 
principio de "la stare decisis" en el campo constitucional. En suma, 
la Corte se ha convertido más y más en una especie de superlegislatzwa 
y sus decisiones constitucionales han venido a recoger más y más pun- 
tos de vista de naturaleza controvertida." (Obra citada, página 295). 

Y es que cualquiera que sea la doctrina que se acepte, respecto a 
lo que es una constitución, y a pesar de que es indudable, a mi juicio, 
que el mayor valor de ésta no es jurídico, sino político, en cuanto que 
ella consagra las bases para la reproducción del orden legal, tiene 
que emplear fórmulas de una gran generalidad, que permiten normal- 
mente las más variadas interpretaciones (¿qué es lo "equitativo" en 
materia tributaria? ¿quién realiza trabajo "perjudicial a la sociedad"? 
¿qué es el "interés público" que justifica la expropiación?). De ahí 
resulta que es muy raro que los problemas de inconstitucionalidad se 
presenten como problemas de incompatibilidad lógica entre dos textos 
de contenido contradictorio ; generalmente se suscitan después de que de 
un texto constitucional se ha hecho una interpretación que se confronta 
con aquella que sustenta la norma secundaria cuya validez se examina. 
En otras palabras, los problemas de inconstitucionalidad son, en la ma- 
yoría de los casos, controversias fincadas no en la incompatibilidad de 
dos textos, sino en el propósito de que sobre la interpretación del le- 
gislador prevalezca la del juzgador. Por esto, Carl Schmidt, con gran 
acierto, ha dicho que: "Toda instancia que pone fuera de duda y re- 
suelve auténticamente el contenido dudoso de una ley, realiza, de ma- 
nera efectiva, una misión del legislador. Y si resuelve de modo indu- 
dable el contenido dudoso de una ley formulada en la Constitución, 
procede como legislador constitucional." (La Defensa de la Constitu- 
ción, edición española de 1931, página 60). 

Ahora bien, ¿habrá estado en el propósito de los constituyentes 
mexicanos hacer del Presidente de la República y de los órganos a él 
subordinados, legisladores constitucionales? ¿Darles ese carácter im- 
plica un progreso en las formas constitucionales o una regresión? 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, núm. 15, México, 1942. 
DR © Escuela Nacional de Jurisprudencia



El rniriistm ,Praga dice que scepta t l  togtroi, &k:k&stita&na- 
lidad. por etvtoridad no judicial c m  varias iirnitacionca: 1,. 

- . , , I  , 

a) Si. nci ' existe '<Controviriia conititucional*,"aj~,~ lá restringida .. . * 

cofihotación que da ,, a'estas . palabras ; , ,, .! 
b) Si sw&+ a o  es regular la acción de otras poderes, y 

' 

c) Si, finaheate, "la interpretación tiene, siempre la poSbili&d 
legal d e  ser revisada''. 

Como el eminente 'Magistrado entiende por contioversia const'i- 
tucional la que se inicia con la demanda de ampa;o y es claro' que el 
Ejecutivo no puede tramitar juicios de amparo, la  ?rimera limitación 

"3:  , , 
no tiene mayor Importancia; sí es de interés 'en d ' i o  examinar los 

f I -  otros dbs supuestos. . J , .  , 

El, ~e~ i s la t ivo ,  con la intervención constituci8nal' jiio. qorrespo&le 
al Ejecutivo, dicta una ley. Posteriormente kste'-íiiep: ,$kcíipqia a la 
norma por estimarla inconstitucional. Cabe pr6&ntir,: 

.:. r ' .  

a) No regula indirectamenke la acción del Legi&&¡vdj dado q~ic 
. si éste' qiiiene qrrn un aspecto determinado & la vida 1go0ial quede so- 

netidb a regla jurídica, debe h o g a r  L anterim y$-dictar m w h w v a  
mhforme con criterio del Único poder. q* dispone &,-los J medios: 
pant asegurar su vigencia? ¿Es &stk&o el duame que~tknen~~1os fa. 
h s  de la Suprema Conte? Ella ~tarnpoco hace-& qut'Qatene~, y por 
cierto sólo en casos cancretos,, ik . aplicación de :lais,smm~~ que; .reputa 
inconstituci~lbs; no manda si Legislativo que &&S- diferem 
tes. Es esa una .cansecuencia indirecta del falla ; cosiwh t,oetia de .las 
decisiones presidenciales de prosperar en defmiliva, con'k.arrrptitd qm 
él L da, la tesis del maestro Fraga. "s. . . , 

b) ¿Qué camino da !a Constitución para revisar .& d'éci~iiin del 
Presidente que niegue obedietieia .a una ley del Coq$tsa~.ccihdo cdn esa 
decisiirti m se ofendan intereses' de particulares ni tst &ML& la "sobea- 
szk" de los Estadas ? . ;,.:,l : 

- supó*& que el Presidente de la República onWa 'que - las auto- 
ridades no cumplan con una ley f i s d q u e  el IZjeicudvo -ende heqtiit&- 
tiva o diesproporcionada .¿ cómo podría la Suprema .Chrto:rmisar el caso ? 

Cuando danteado por un particular el prablerrja de ikcanstitucio- 
tsalibd las aubr iddes  administrativas sostienen . la ,Aidee  de la ley 
-que e6 el hb supuesto implicito en la tesis del Ministro Gabino 
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Fraga- si existe la posibilidad de una intervención ulterior y definitiva 
de la Suprema Corte ; pero para construir una teoría válida hay que ana- 
lizar el problema en su integridad y no detenerse en uno solo de los su- 
puestos. La doctrina americana parece haber también tomado en cuenta 
la posibilidad de que el asunto llegue en definitiva a los tribunales y aun- 
que renuente, como ya se vió, a reconocer a la autoridad ejecutiva el de- 
recho a desobedecer una ley por motivos de inconstitucionalidad, admite 
ese poder cuando "el único camino para que el caso llegue a resolución 
judicial acerca de la validez de la ley lo da una negativa del agente admi- 
nistrativo para cumplirla." (Westel W. Willoughby, Principles of the 
Constitucional Law of the United States, segunda edición, 1935, página 
21). 

Para terminar, reconozco que la tesis del ministro Fraga es - c o m o  
construcción lógica- sólida, a pesar de que aisladamente puedan no ser- 
lo algunos argumentos en que la sustenta. iCómo, en efecto, negar en 
abstracto que una ley contraria a los textos de la Constitución debe al- 
canzar obediencia a costa de infringir las normas supremas del país? 
Falla, sin embargo, en la medida misma en que la lógica suministra so- 
lución insuficiente a los problemas jurídicos. Lógicamente una cosa no 
puede ser al mismo tiempo falsa y verdadera; en derecho, en cambio, 
una ley puede ser -si no al mismo tiempo en momentos muy cercanos- 
constitucional o inconstitucional según el voto de un juez en un tribunal 
supremo dividido o que se renueva; por ello Max Radin dijo, con gran 
verdad a mi parecer, que "averiguar el sentido de un texto legal (y con- 
secuentemente de un texto constitucional) antes de que hable el juez, 
es pura adivinación". 

El Poder Judicial - q u e  es el más sereno de los tres- normalmente 
sólo está limitado, en la misión de declarar el derecho y de hacerlo cum- 
plir, por las dificultades que resultan de la imperfección inevitable de la 
técnica que maneja, aunque por desgracia algunas veces son también con- 
sideraciones extrajurídicas las determinantes de sus fallos. La historia 
del más respetable de los tribunales de control constitucional del mundo, 
ofrece muchos ejen~plos de ese tipo. Incluso se ha afirmado que la ejecu- 
toria de Marbury contra Madison fué obra no sólo del genio jurídico de 
Marshall, sino también, y acaso más, de su habilidad política, que al 
apresurarse a desacatar una ley que lo obligaba a dictar un mandamien- 
to contra Jefferson, frustró los propósitos de éste de desobedecer la sen- 
tencia del Tribunal Supremo en caso de que esa sentencia pretendiera 
forzarlo a expedir los despachos de los llamados "jueces de la media 
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noche" (Smith W. Broddiart,-testimonio, ante el Cgmitié~jiu&oial del Se- 
nado, S. 1932, volumen 6, página 1638). En época &o aerratllll; fué con 
pura habilidad política como Hughes friistró mediante ~~I%UIIOS cam- 
bios. de jurisprudencia, la embestida de Roosevelt contrai la Suprema 
Corte. en 1937, s&n lo: ha revelado. un miembro actd:lds ese cuerpo 
(Robe. H.. JacPrson, The St.rugg1 for Judicial Suprenmyy.l%l, pági- 
nas 197 .y siguientes). . , .t.i¡ . \ a  r 

¿En qué grado jugarían esas consideraciones extraganiitdias m el 
campo menos Ciereno, más urgido por la politiea,~deí Rjdutivo? Por eso, 
el empeño de obligar a los órganos del Gobierno a ej«tceraun amtra la 
voluntad de elbs mismos la delicada función de e d i i a ; r . i , b  constitu- 
cionalidad de las leyes, capacitándolos así para desobedecerlas, cuando 
precisamente su principal tarea debe ser. ,acatarlas, m e , ~ ) i e r &  a la 
deliciosa muchacha de una hila novela de aventuras RiiF se entretenía 
en hacer caminar al revés su reloj "riéndose de las qmp#ias que cum- 
plían con su deber equivocado." Sólo que los frutos ,que. probable- 
mente se lograrían de concederse al Ejecutivo de modo gepual la exor- 
bitante autoridad de 40 cumplir con las leyes cuando . lasmqyese , , . . ,  . incons- 
tituci&les, quizás no provocaran risa sino lamentacionco. 

Lic. Antonio CARRfLLO ,.FLORES, 
Ptofesor de ' LlCCCCho' Adtm'dstratiuo de 

la Escuela~*Nacionai L J&prcl&ncui. 
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